REFLEXIONES Y PUNTOS PROGRAMÁTICOS que los miembros de la candidatura que suscribe, proponen a los colegiados del Ilustre Colegio Notarial de Valencia con motivo de las elecciones a la Junta Directiva que se celebrarán el próximo día 16 de noviembre de 2008.

INTRODUCCIÓN

El notariado español tiene ante sí una serie de retos cruciales  para su pervivencia como la institución equilibrada que es y debe ser entre las inescindibles cualidades de función pública y ejercicio profesional, propias del modelo latino-germánico, del que somos convencidos partidarios. Lo somos por su probada bondad para la sociedad ya que, a lo largo de muchos siglos, se ha adaptado a los profundos cambios experimentados por la humanidad y hoy día sigue constituyendo el sistema jurídico preventivo más seguro, eficaz, rápido y de menor coste, accesible a todos los ciudadanos, y especialmente favorecedor de los más débiles. La crisis económica de alcance mundial, surgida en el corazón del sistema financiero anglosajón, y propiciada en gran medida por las hipotecas subprime (o de baja calidad), consecuencia de su modelo de seguridad jurídica paliativa o a posteriori (seguro de título),  no hace sino reforzar la objetividad de nuestro punto de partida. 

Comenzamos la exposición con esta afirmación porque todas las demás consideraciones derivan de y tienden a conservar esta primordial premisa y porque en el momento actual está en juego ni más ni menos que su subsistencia. Las tensiones para desequilibrar el binomio función pública-ejercicio profesional actúan sobre ambos términos y si se decantase a favor de cualquiera de ellos desnaturalizaría la función perdiendo su verdadera esencia. No es una cuestión de interés propio, que también, sino esencialmente de interés social y de servicio a la comunidad.

En este proceso electoral contendemos notarios y votamos notarios. La coincidencia de programas, de análisis de la realidad y de soluciones debería ser amplia. Ello no es así necesariamente. Las personas tendemos a la subjetividad y al inmovilismo a la larga, por lo que el cambio, la alternancia son beneficiosos y necesarios para el progreso. La democratización de la vida en todos los ámbitos, por sentimiento y por mandato constitucional, propicia la confrontación de opiniones y propuestas, con el consiguiente estímulo y esfuerzo por analizar nuestros problemas, por ofrecer ideas y soluciones eficaces e innovadoras.

Hemos analizado crítica y rigurosamente el estado actual del notariado. Dista mucho de ser ideal, ni siquiera bueno, ni ilusionante. El menoscabo de nuestra función es patente en todos los ámbitos: en la actuación del legislador y de los poderes públicos respecto de la unidad, significado y retribución de nuestra función, en nuestra posición ante los demás operadores y agentes económicos y hasta en el quehacer diario de nuestros despachos. No existe un proyecto claro y definido del futuro del notariado

El enfrentamiento que se ha vivido en estos años en el seno del Notariado no ha resultado beneficioso para nadie. Y por mucho que se pretenda que ello ha obedecido a ciertos personalismos, las discrepancias habidas obedecen a cuestiones de fondo, a criterios divergentes sobre como debe entenderse y defenderse nuestra función.

 Con pleno respeto y agradecimiento por su dedicación a las personas que han dirigido hasta ahora el notariado nacional, entendemos que en gran medida nuestra presente circunstancia es consecuencia de la gestión del Consejo saliente, de las estrategias que desde el mismo se han seguido y las decisiones que, con voces discrepantes, se han tomado en su seno durante los últimos años.

Así, la apuesta por una determinada opción política, perfectamente legítima a título individual, no puede hacerse desde las instancias que tienen encomendada nuestra representación institucional. El Notariado debe permanecer al margen de la contienda política, puesto que como elemento fundamental de nuestro sistema de seguridad jurídica preventiva está al servicio de la sociedad. Se trata además de una apuesta que, sea cual sea la opción política por la que se haga, está perdida de antemano, como en el caso concreto del actual Consejo han demostrado ya sobradamente los hechos. 

Para lo único que parece haber servido tal apuesta es para ganar un par de batallas intracorporativas y para la aprobación precipitada y contra viento y marea de una reforma del Reglamento Notarial, que si bien resulta encomiable en numerosos aspectos, en otros muchos (como en lo que atañe a la nueva regulación de nuestra organización corporativa, con una concentración de poder en el Consejo que no ha ido acompañada de los correlativos y necesarios mecanismos de transparencia y control, sino todo lo contrario) distaba de contar con un apoyo mayoritario. Ello sin olvidar que la falta del necesario entendimiento y consenso con los demás protagonistas de la seguridad jurídica preventiva ha propiciado diversos recursos y la posterior anulación de parte del articulado del Reglamento Notarial por el Tribunal Supremo. 

En todo lo demás nuestros representantes corporativos no han sabido o no han podido hacerse escuchar. Y tampoco han sabido o han querido reaccionar con la firmeza que requería la gravedad de varias de las medidas adversas que hemos padecido en los últimos tiempos sino que, al contrario, han reaccionado con una pasividad y una complacencia desconcertantes.

El resultado de la gestión ha sido muy favorable para los propósitos de la Administración, pero no para la institución notarial. Hemos sido protagonistas en dotarnos de unos modernísimos y potentísimos medios tecnológicos para proveer de información valiosa a la Administración, protagonistas en crear un índice único que canaliza esa información, asumido con cierto recelo pero con admirable eficacia por el colectivo; protagonistas en definitiva en cumplir servilmente las órdenes e imposiciones que nos vienen de arriba. Pero ¿dónde está nuestro protagonismo cuando se trata de legislar en materias atinentes a nuestra propia regulación o a nuestro propio trabajo y función? Ahí no hay tal protagonismo, sino espera callada y temblorosa de la publicación del BOE para enterarnos los últimos de aquello que nos afecta.

Para corroborar todo lo anterior ahí están las anunciadas medidas del gobierno hechas públicas el 14 de agosto de 2008 que hablan nada menos que de un “nuevo modelo de seguridad jurídica preventiva” y prevén para ello una “hoja de ruta”, sin que nadie sepa a qué atenerse ni quien sea la comisión que haya de elaborarla, ni cuál sea nuestra participación en todo ello. 

Mención aparte merece en las relaciones con el poder público lo relativo a la retribución por medio de arancel al que tantas veces recurren esos poderes para realizar rebajas que no son más que gestos demagógicos que a la postre resultan de escasa o nula trascendencia práctica para el público. Es absolutamente necesaria la reforma arancelaria que debe acometerse sin demora, defendiendo la idoneidad del sistema de arancel frente a los planteamientos liberalizadores que sólo benefician a los grandes operadores; y debe  hacerse, insistimos, sin miedos ni complejos, sabedores de que lo que reclamamos es la racionalización y adecuación a la realidad económica actual de nuestro sistema retributivo, que es la garantía del acceso a la prestación de la función pública de modo justo e igualitario para todos los usuarios, con especial consideración a los documentos más sociales, y sin coste alguno para el Estado, siendo soportado únicamente por quien lo utiliza. Si la única política arancelaria continúa siendo la de rebajas sin ton ni son, al gobierno le va a pasar lo de aquel labriego que se quejaba de que cuando ya había enseñado al burro a no comer, va y se le muere. (Malo para el labriego, peor para el burro).

Estamos acostumbrados, y es la normalidad democrática, a ver que cuando cualquier colectivo dialoga con el Gobierno para la resolución de sus problemas, paralelamente a los contactos de sus representantes se manifiesta la voz de las bases respaldando y dejándose oír públicamente, sin complejos, exigiendo lo que estiman de justicia. Y sin embargo el notariado, siempre callado, siempre acongojado, en manos de sus representantes con las consabidas invocaciones a la fuerza mayor y el daño cesante (es decir, los conocidos "no se pudo evitar" y "pudo ser peor"). 

Liberémonos, a la hora de defender nuestra función y nuestro ejemplar sistema de seguridad jurídica preventiva, del lastre que suponen unos complejos por no se sabe bien qué: no estamos reclamando la pervivencia de unos privilegios obsoletos, sino la adaptación a la coyuntura actual de un sistema de seguridad jurídica preventiva demostradamente justo, eficaz y moderno. Superemos el discurso del miedo, la constante invocación a esa espada de Damocles que supuestamente pende de un delgado hilo sobre nuestras cabezas. Dejemos de conjurar a poderosos enemigos exteriores para pedir unidad y exigir conformidad. Como colegiados, merecemos un trato más respetuoso del que supone el empleo constante de tan pobres recursos.

Pero si hasta aquí nos hemos referido a la situación del notariado en relación con la Administración, denunciando el peligro de la excesiva funcionarización y la pérdida de nuestra independencia frente a la Administración, no es menos grave el otro peligro que corre el notariado: la dependencia e incardinación en la maquinaria de los grandes operadores económicos. Sin una reacción contundente frente a ello, quizá por comodidad y codicia de los propios notarios, olvidando la labor originaria y primordial de juristas al servicio de los ciudadanos, de lo que hoy se denomina usuarios y consumidores, el notariado corre el peligro de dejar de ser un profesional independiente. No hay duda de que esas fuerzas económicas son poderosas y llevan la iniciativa en la utilización y aprovechamiento del notariado para su interés, y encierran el germen de su lenta aniquilación en la medida en que resulta molesto para sus intereses o constituye un obstáculo a la manipulación del ciudadano convertido en masa consumidora. Enfrentarse a las mismas es difícil, y entregarse a sus intereses y conveniencias es comprar todos los boletos para dejar de ser profesionales independientes y pasar a empleados del poderoso patrón y consecuentemente perder la imparcialidad. El notariado es y debe seguir siendo la garantía equilibradora de la igualdad contractual  y por tanto el soporte de la libertad del ciudadano en sus relaciones jurídicas.

Aterra pensar en el efecto combinado sobre el notariado de las tendencias funcionarizadoras procedentes del poder público y las prácticas utilitaristas de las poderosas multinacionales. Sólo tomemos como ejemplo el caso real de una entidad financiera que ha sido capaz de conseguir de un gobierno socialista la modificación de la demarcación notarial en el momento que le interesaba  mediante la promulgación de un real decreto exclusivamente para la creación de una nueva notaría en el municipio donde tal entidad había establecido su “poblado”. E igual de fácil que se crean notarías, se puede desnaturalizar o destruir la institución. 

Somos conscientes de que muchas veces pedimos a nuestros representantes más de lo que se les puede pedir, pues ni a ellos se deben todos los problemas que se ciernen sobre el Notariado, ni siempre están en posición de imponer criterio alguno; sin embargo es imprescindible un golpe de timón que devuelva al notariado a su rumbo originario, alejándole de los cantos de sirena tanto de los poderes públicos que nos llevan a estrellarnos contra los farallones de la funcionarización, a la incardinación en la máquina totalitaria del control del individuo y de la presión fiscal, si bien sea bajo la cobertura formal y benéfica de la lucha contra el fraude y el blanqueo de capitales, como de los grandes operadores de la sociedad capitalista, que haciéndonos instrumento de su rueda de contratación en masa, nos haga perder nuestra independencia, y por tanto la esencia de asesores imparciales que aseguran la igualdad y por tanto la libertad del contratante débil. Creemos en definitiva que es necesaria y posible una actuación decidida que presente un futuro ilusionante, lejos de incertidumbres y que suponga un legado igual de ilusionante para los que nos han de suceder, como para nosotros lo fue en su momento.

Quizá esta introducción resulta exageradamente larga para lo que debe ser un programa de actuación de una candidatura, pero lo que se debate y está en juego es de tal importancia, que todas las demás consideraciones, por graves que sean, pierden relevancia si no se atacan decididamente y de frente las cuestiones principales. Como juristas sabemos que una palabra del legislador basta para acabar con bibliotecas enteras. Mutatis mutandi ...

PUNTOS PROGRAMÁTICOS
Tres son los ámbitos en que se desarrolla la labor de los órganos directivos del notariado y desde esta perspectiva vamos a abordar la exposición: internacional, nacional y colegial.

AMBITO INTERNACIONAL

El proceso de mundialización hace que la evolución del notariado esté unida al desarrollo de fenómenos de carácter global. El panorama mundial se caracteriza por una pugna entre los sistemas jurídicos anglosajones y los latino-germánicos. Aquellos, partidarios del liberalismo acérrimo y que ofrecen remedios jurídicos paliativos o a posteriori, motivados por potentes intereses económicos –implantación de los grandes bufetes jurídicos y extensión del sistema de seguro- y sustentados eficazmente por poderosos lobbys, enormemente influyentes en instituciones tales como el Banco Mundial, la Comisión Europea o la OCDE. El resultado son informes producidos o propiciados por esas instituciones que tendenciosamente presentan al notariado como un sistema obsoleto que encarece y entorpece la economía y cuya eliminación o reducción a meros operadores jurídicos en pie de igualdad con los que no ejercen una función pública sería un gran beneficio para la sociedad. Ahí están para ejemplo ilustrativo los informes anuales del Banco Mundial “Doing Bussines”,  los dos informes “Monti” de la Comisión Europea, o el informe “ZERP”, encargado por ésta al profesor Schimidt de la Universidad de Bremen.

Sus conclusiones no responden fidedignamente a la realidad, pero es evidente el peligro de que se imponga la ficción bien presentada sobre la verdad no suficientemente puesta de manifiesto. Los instrumentos de respuesta y acción del notariado en este campo lo constituyen la Unión Internacional del Notariado (UIN) y el Consejo de Notariados de la Unión Europea (CNUE). En ambos está presente y con enorme peso España, y sus actividades se canalizan a través de la Sección Internacional dependiente del Consejo General del Notariado. Como botón de muestra señalemos el estudio del profesor de Harvard MURRAY,  encargado por el CNUE en respuesta a los propiciados por la Comisión Europea, o el proyecto en marcha de un reglamento sobre el “Acta Auténtica Europea”.

- Proponemos apoyar y potenciar la actividad internacional del Consejo. Tenemos colegiados de las tres provincias que participan activamente en las tareas de la Sección Internacional. El Colegio Notarial de Valencia se proyecta sobre un ámbito territorial con gran incidencia de lo internacional -turismo en la costa, inmigración por ser una comunidad económicamente fuerte, y de implantación de empresas, por su actividad exportadora-. Deseamos potenciar la presencia de nuestros colegiados en este campo y en la Sección Internacional.

AMBITO NACIONAL

Nuevas tecnologías e índice único.- En el último quinquenio la evolución del notariado se ha caracterizado por la plena incorporación de las TIC’s a su quehacer diario. Es no sólo el camino adecuado, sino además el único posible. Podemos enorgullecernos de estar a la vanguardia de la tecnología con carácter de absoluta cotidianeidad y normalidad. Pero esto presenta sus claroscuros. Así, parece haberse perdido de vista que las nuevas tecnologías no dejan de ser una herramienta más en nuestro quehacer, un medio, y en ningún caso un fin. Y el instrumento creado para su implantación, ANCERT, ¿está eficazmente controlado por el Consejo? ¿Su gestión económica y técnica ha sido lo transparente y certera que hubiese sido deseable, o han sido demasiados los pasos dados en falso? La carga impuesta a los notarios ¿ha sido excesiva en obligaciones administrativas y de información, sin medios suficientes ni adecuados para atenderlas, como en materia de blanqueo de capitales, y sin haber obtenido a cambio ninguna contraprestación equilibradora, ni siquiera un reconocimiento merecido? ¿Se ha sabido realizar una gestión eficaz y convincente para vencer las resistencias presentadas por algunos notarios a las presentaciones telemáticas, o por el cuerpo de registradores al acceso “on line” a la información registral y a la presentación telemática?

En este campo aún hay mucho que avanzar, y proponemos:

- La revisión crítica de funcionamiento de Ancert. Debe desde luego exigirse una mayor racionalidad y sobre todo una mayor transparencia en su actuación y en la gestión de los muy importantes recursos que para ello todos estamos poniendo a su disposición.

- Potenciar el acceso “on line” a la información registral que, con pleno respeto a la función registral y aprovechamiento del valor de la misma, lo sea a una información elaborada por el registrador e incorporada a una base de datos adecuada; la presentación telemática de los documentos en los Registros de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles como regla general; la liquidación y pago de impuestos telemáticamente desde la propia notaría; la emisión de facturas electrónicas; fomentar el envío de traslados y copias simples telemáticas a los interesados.

- El estudio y puesta en marcha de medidas que simplifiquen y racionalicen la confección de los índices: por ejemplo perfeccionar e incluso unificar el sistema de nuestros programas de textos, para que los datos de la comparecencia, intervención y parte expositiva de la escritura que se  incorporen directamente al índice, permitan el control por el notario de la calidad de los mismos en el momento de la autorización, evitando las disfunciones y errores de una introducción o modificación posterior, así como el coste y esfuerzo añadido que ello supone.

 Imagen profesional. Percepción social del valor del trabajo notarial.- Nos preocupa enormemente la escasa apreciación y valoración por el público en general del valor del trabajo notarial. Salvo las personas de frecuente trato con las notarías que están en disposición de valorar adecuadamente el quehacer notarial, los usuarios esporádicos, que son los más numerosos, llegan a la notaría mediatizados (a través de la entidad financiera, api, gestor, abogado), sólo tienen acceso a la misma en el momento de la firma, de modo que se les hurta la posibilidad de apreciar, y separar nítidamente la actuación del notario, de tal modo que la tendencia es a atribuir el valor a los operadores con quienes ha tratado y a percibir al notario como un trámite impuesto, engorroso, caro y perfectamente prescindible.

Si a esto se añade el consuetudinario equívoco del coste del notario –como acreditan repetidamente las encuestas y estudios de opinión- ya que tradicionalmente ha sido confundido y amalgamado con los impuestos y honorarios de otros profesionales (gestor, abogado, registro) llegamos a la extendida convicción popular de que el notario es caro y se ignora, aunque por cuestión de fé se intuye, el verdadero valor  de lo que hace.

Por otro lado las personas e instituciones de trato frecuente con la notaría, cuyos campos de actividad son paralelos o incluso concurrentes con el notarial, aún valorando positivamente la actividad notarial, evidentemente carecen de cualquier interés en poner de relieve el valor de la actuación notarial.

Ni siquiera el poder público, de quien dependemos y que por nuestro medio cumple su obligación constitucional de ofrecer la seguridad jurídica preventiva,  dada la naturaleza absorbente de todo poder, tiene interés en que se fortalezcan las instituciones independientes que potencialmente puedan significar una voz discrepante o que pueda significar un control a su actividad. Ya nos hemos referido antes a que “de facto” a la Administración lo único que parece preocuparle es la utilidad del notariado para alcanzar sus fines de control de la sociedad y poco o nada su función como profesionales que garantizan la igualdad y libertad de contratación de los individuos. Conviene no olvidar nunca que el poder no ha creado al notariado: simplemente lo ha reconocido. Y este delicado equilibrio-tensión entre la dependencia de la Administración y el servicio como profesional independiente a los ciudadanos es lo que hoy día tenemos que seguir luchando por mantener.

Por ello es esencial calar en la sociedad, llegar a ser percibidos por ella como lo que siempre hemos sido y seguimos siendo, una institución a su servicio, accesible y más útil cuanto más débil es el usuario, para -a nuestra vez- gozar de su apoyo.

- Proponemos en este sentido medidas para dar a conocer el valor y el coste del servicio notarial por medio de la adecuada información institucional y directa en las propias notarías. En concreto nos parece más conveniente sustituir la obligación impuesta por la ley de tasas de hacer constar el importe de los honorarios notariales en la propia escritura, que resulta escasamente útil para el público, y a veces engorrosa para la confección del documento, por una información previa del coste total (impuestos, gastos de otros profesionales, suplidos...) de la operación, lo que sería mucho más útil para el usuario. No ignoramos la dificultad que para ello representa, por un lado, la falta de racionalidad del arancel y, por otro, la política fiscal que hoy día sigue propiciando que el usuario trate de no reflejar el valor real en sus declaraciones recogidas en la escritura, cuyas pertinentes modificaciones legislativas apoyamos. 

- Asimismo proponemos que el notariado se implique institucionalmente en la defensa de los consumidores y usuarios, especialmente en los ámbitos crediticio e inmobiliario en los que tenemos un claro protagonismo. De modo similar a como, a través de la fundación Aequitas, el notariado está desempeñando una encomiable y reconocida labor en defensa de los discapacitados, debemos crear o participar en asociaciones y entidades que defiendan los intereses de los consumidores, llevando a cabo estudios, campañas, seminarios y publicaciones y realizando una labor de divulgación y asesoramiento.

Comunicación e imagen corporativa.- En íntima conexión con lo anterior, sorprende que siendo un cuerpo que está en la vanguardia de la tecnología, con una edad media baja, con una preparación sobresaliente, en el que ingresan por igual varones y mujeres, que ofrece un servicio de elevada calidad, rápido eficaz, seguro y barato, en definitiva un ejemplo de modernidad, sin embargo no somos capaces de comunicar esta imagen fresca y actual. Se nos sigue viendo por la sociedad como algo arcaico y desactualizado. Todavía, si en alguna película se hace aparecer algún notario, se le presenta de forma estereotipada como un varón con traje negro, cara, gafas, y peinado de cretino, y actuando de la manera más torpe y patosa posible. O sea, todo lo contrario, por poner un ejemplo, de la imagen joven, dinámica, atractiva, actual, divertida y de brillante profesional que nos presenta la serie americana de la abogada Ally Mc Beal. No es que nos parezca el ideal, pero nuestra imagen actual ni responde a la realidad, ni ayuda al reforzamiento del apoyo popular que precisa el notariado. Parece que los creadores de opinión e imagen aún son refractarios a desprenderse del tópico y presentar la realidad de tantas notarias al menos igual de dinámicas, atractivas, actuales, divertidas y brillantes profesionales que la protagonista de la serie televisiva. Es la verdad, pero hay que hacerla brillar y creemos que es posible.

 Conscientes pues, de la importancia de la comunicación en nuestra sociedad, entendemos que hay que partir de un estudio serio y profesional de nuestra actual imagen corporativa y de los medios adecuados para comunicar una imagen moderna y acorde con la realidad del notariado.

Vamos a proponer y contribuir a desarrollar un Plan de Imagen y Comunicación, con el objetivo fundamental de conseguir un mayor reconocimiento social para la figura del notario. La puesta en marcha de este plan de comunicación continuará y potenciará la actual labor del Consejo y tenderá a  que los notarios tengamos mayor presencia en los medios de comunicación a través de artículos de opinión que acrediten nuestra condición de juristas expertos en temas capitales para los ciudadanos y divulgar todas aquellas actividades que tengan al notario, al colegio o al Consejo General como protagonista (jornadas, seminarios, novedades editoriales, resoluciones judiciales, acuerdos de colaboración con los medios de comunicación para remitir periódicamente artículos y tribunas). Para desarrollar este plan estratégico contamos con la participación y colaboración de todos vosotros, quienes seguro tenéis “excelente puntería” para tratar temas de actualidad o de reciente regulación, suficientemente inteligibles para el lector medio. Con este trabajo y esfuerzo de todos, bien dirigido y coordinado por un “Comité de Estrategia” con un responsable dinamizador del plan en cada Colegio, reforzaremos nuestra posición ante la sociedad, ante las instituciones y ante la Administración.

Creación de una comisión especial sobre el ordenamiento jurídico financiero.- Vamos a proponer en el seno del Consejo General, la creación de una comisión especial sobre el ordenamiento jurídico-financiero, integrada por Notarios y profesores universitarios, en cuyo seno, se estudien propuestas y sugerencias sobre el análisis del funcionamiento de las instituciones y mercados, con vista a proponer medidas de reforma, y pactar soluciones, para darles traslado a nuestros gobernantes. El dinamismo del notariado y de sus miembros, debe traducirse en la elaboración de un conjunto de medidas de reforma que mejoren el funcionamiento de los mercados, y dar traslado de esas soluciones al Gobierno. No podemos continuar siendo un cuerpo “con mucha experiencia pero ninguna idea”, en frase de Thornton Wilder. Nuestro país está colmado de políticos y desierto de investigadores y expertos. Basta ya de ir a remolque de los acontecimientos. Vamos a adelantarnos presentando un paquete de medidas de reforma del ordenamiento jurídico, que el gobernante, no os quepa duda, agradece y aprovecha.

La competencia del notariado y la competencia entre notarios.- (El notario está en el mercado pero se debe evitar el mercado de notarios).

Somos conscientes de que el “estado natural” en nuestra sociedad de cualquier profesional que presta sus servicios es el de competencia. Pero esa competencia en nuestro caso tiene dos aspectos: la competencia entre notarios y la competencia del notariado en general para ofrecer servicios concurrentemente con otros operadores con quienes se compite. La primera existe, es intensa, y desdichadamente en ocasiones es desleal. La segunda está en regresión, la hemos dejado perder.

En cuanto a la competencia entre notarios proponemos:

- Apoyar a quienes compiten lealmente prestando un servicio mejor, trabajando más, cuidando la preparación personal, el estudio de los casos, cumpliendo personalmente con sus deberes de información y asesoramiento, y poner trabas a la competencia desleal que se realiza por la implantación entre los operadores de la práctica del mercado de notarios: ofrecimiento de comisiones, descuentos no permitidos. Han de perseguirse tales prácticas, que aún siendo efectuadas por unos pocos, constituyen una permanente fuente de deslegitimación para el conjunto del notariado y son nuestro verdadero talón de Aquiles. Para ello, las tradicionales medidas disciplinarias –que la práctica ha demostrado de difícil aplicación y escasa eficacia- deberán ser revisadas, tendiendo a la “externalización” (nombramiento por la DG, instructores ajenos al colegio, e incluso al cuerpo) y procurando su carácter periódico.

Paralelamente, se tratará de implementar medidas que favorezcan a los notarios que compiten lealmente, propiciando la libertad de elección del notario.

- A estos efectos es esencial la comunicación y continuo contacto con las entidades de crédito, principales proveedoras de documentación en masa, para lograr un equilibrio entre sus intereses y los del consumidor, erradicando prácticas viciosas.  No olvidamos que la principal arma del notario como profesional es la consecución de una clientela y que ello muchas veces se ve frustrado por la desviación de los clientes a determinados despachos aún en contra de su voluntad.

- Como ejemplo, uno de los campos más frecuente es el de la cancelación de hipotecas. Se propone la creación del “documento notarial cancelatorio unilateral por pago, notificado fehacientemente a la entidad acreedora y no contestado por esta”, que permitiría al particular acudir al notario de su elección, evitando los sobrecostes de gestión, de comisión bancaria, la enorme dilación y complicación que en la actualidad sufre esta documentación y su desviación en masa a determinados despachos contra la voluntad del usuario del servicio.

En cuanto a la competencia del notariado frente a operadores con campos concurrentes de actividad, y con ello nos referimos a las actuaciones previas y posteriores a la autorización notarial, donde el notariado ha sufrido una patente regresión, a causa por un lado de la presión de los operadores concurrentes, y por otro de la pasividad del propio notariado, se propone:

- Potenciar la recuperación de la gestión del documento hasta culminar los trámites para que produzca todos los efectos a que está llamado, para lo que brindan una magnífica oportunidad las nuevas tecnologías, con la posibilidad de liquidación y pago de impuestos y comunicación al Catastro.

- Potenciar la intervención del notario desde el principio del iter negocial, asesorando a los particulares desde ese momento, y ofreciendo servicio a las entidades financieras e intermediarios inmobiliarios evitando que, como ocurre actualmente el primer contacto de la notaría con el documento que se va a autorizar al día siguiente, o a veces el mismo día, sean los datos remitidos por la entidad financiera o el intermediario por fax o correo electrónico, y el primer contacto con el cliente el momento mismo de la autorización.

Jurisdicción Voluntaria. Arbitraje Notarial.- Los notarios podemos contribuir a superar la situación actual de la Justicia mediante la asunción de competencias en materia de jurisdicción voluntaria, cuestión esta que debe defenderse con mucha mayor firmeza de la que lo fue en la última legislatura. Y es en el mismo sentido deseable que el arbitraje notarial sea corporativa e institucionalmente impulsado y al efecto proponemos la creación de instancias arbitrales servidas por notarios y dependientes de los Colegios Notariales, que sin duda generarán un alto grado de confianza a los potenciales litigantes. 

Nueva Reforma del reglamento Notarial. La intervención de la Póliza.- La sentencia del tribunal Supremo anulando un buen número de preceptos del Reglamento Notarial y desregulando materias propias de la fe pública notarial, ha creado una situación de grave inseguridad jurídica y es obligada una nueva reforma del Reglamento Notarial, que dé cobertura normativa a actuaciones básicas de los Notarios que la sociedad demanda de forma creciente, y  que por otra parte profundice en una verdadera democratización de nuestras estructuras corporativas. 

Mención especial merece el tratamiento reglamentario de la Póliza intervenida por Notario. Es imprescindible, tras la desafortunada reforma que incorpora el actual Reglamento y el descabello propinado por el Tribunal Supremo, declarando nulo el párrafo 2º del artículo 197-bis, aprovechar la ocasión para regular con sentido común este instrumento notarial cuya intervención actual produce perplejidad a los operadores jurídico-financieros y a los obligados y fiadores, suponiendo todo ello una grave amenaza para este importante segmento de nuestra actuación. Así, en cuanto a la legitimación notarial sin presencia de los otorgamientos de los apoderados de las entidades financieras, la póliza desdoblada; la ausencia de firmas en las copias y testimonios que desconcierta a los intervinientes; el doble sistema de archivo protocolar, Libro-Registro y Protocolo Ordinario, que crea todavía más confusión, o la no caducidad de los otorgamientos anticipados que convierte la Póliza en un documento no consumado e intemporal.

Defensa de la unidad de cuerpo.- Ante la situación creada por la reforma del Estatuto de Cataluña y de previsibles iniciativas en tal sentido en otras Comunidades Autónomas, debe mantenerse a ultranza la unidad de cuerpo. Esta es una cuestión crucial, y ser políticamente complacientes en esta materia es de una extrema gravedad.

Recuperación del consenso dentro del notariado y relaciones con el cuerpo de registradores de la propiedad.- No hace falta explicar lo que por otro lado consideramos inexplicable. La actitud de nuestro Consejo General habiendo dado lugar a enfrentamientos virulentos dentro del notariado, que además han sido generosamente aireados al exterior, así como la abierta lucha con el cuerpo de registradores, coprotagonistas con el notariado de la fabulosa “epopeya” de la seguridad jurídica en lo inmobiliario, lograda a lo largo del pasado siglo y medio, y ejemplo a seguir, es simplemente suicida. Debemos recuperar la unidad dentro del Notariado. Y  los notarios y registradores con sentido común y voluntad de diálogo debemos acallar a los extremistas de ambos cuerpos y, dentro del respeto al ámbito y significado de nuestras respectivas funciones, recuperar un entendimiento que nos permita defenderlas eficazmente. Creemos que no hay que decir más. La palabra es consenso.

Mutualidad Notarial.- Consideramos que el remanente del patrimonio de la Mutualidad Notarial debe destinarse a lo que es su fin propio, esto es, a la satisfacción de las correspondientes prestaciones a favor de los notarios procedentes del antiguo cuerpo de notarios, en activo o jubilados, y en su caso sus cónyuges y huérfanos, mediante la formula contractual con una entidad aseguradora que garantice la cobertura de tales prestaciones. No apoyamos la pretensión de ceder el patrimonio de la Mutualidad al Consejo General del Notariado: los recursos económicos necesarios para la defensa de nuestros intereses pueden y deben obtenerse, de forma proporcional y equitativa, de los notarios ejercientes, quienes no creemos que se muestren cicateros ante unos órganos corporativos que actúen con la debida transparencia.

Notarías vacantes.- En los últimos tiempos se ha producido una descoordinación entre el número de nuevos notarios y las notarías vacantes produciéndose situaciones de desatención del servicio. Nos parece especialmente grave y debe ser prioritario solventar el problema.

Cursos de formación de empleados y reforzamiento de la estructura de la oficina notarial.- La complejidad del trabajo y de los servicios prestados por las notarías es creciente y ello requiere una buena preparación del personal colaborador. Debe ser preocupación de los órganos directivos proveer los medios para esa formación así como las medidas institucionales para que la oficina notarial pueda dar respuesta adecuada a las necesidades de los usuarios tradicionales y también de la gran empresa.

AMBITO COLEGIAL

Subsede en Alicante.- Nuestro Colegio, a diferencia de otros que por su configuración geográfica están más unidos con la capital, actuando ésta como punto de encuentro cómodo, tiene una gran distancia física sobre todo con respecto a la provincia de Alicante. (220 kms de capital a capital, sin una conexión eficaz por medio de tren o avión). Por ello proponemos alentar la dotación de medios a la subsede de Alicante en la forma y medida que los colegiados de esa provincia requieren, tanto para prestación de servicios colegiales como para actos y actividades culturales o formativas.

Racionalización de las reuniones. Conexo con lo anterior está la necesaria racionalización en la convocatoria de reuniones. Las Juntas en Valencia se suelen poner a una hora intempestiva ¿A qué Colegiado de los puntos más alejados de Castellón y Alicante le apetece ir a una reunión a las ocho de la tarde en primera convocatoria y a las ocho y media en segunda? Debe buscarse la mayor representación, presencia y cohesión entre los colegiados de todo el ámbito colegial, lo cual no solo es deseable sino imprescindible en momentos como el actual.

Apoyo a los colegiados.- Hemos recibido comunicaciones de los colegiados hablando de la “soledad del notario”. Creemos que el colegiado debe sentirse respaldado por su colegio y encontrar en él toda la ayuda y apoyo que necesitamos en nuestro trabajo muchas veces de “Llanero Solitario”.

Así, hemos echado en falta un pronunciamiento de nuestros órganos corporativos en cuestiones tales como la minutación de las cancelaciones tras la Ley de Reforma del Mercado Hipotecario, o la firma presencial (o no) de las pólizas por parte de los representantes de las entidades de crédito. Entendemos que es necesario, con respeto a la legalidad vigente en materia de defensa de la competencia, proveer a los colegiados de interpretaciones uniformes o de un mínimo hilo interpretativo para esos momentos en los que -con pleno respeto de la autonomía de cada notario- la divergencia de praxis nada favorece al notariado como colectivo. La prudencia y las consideraciones de oportunidad política no deben estar reñidas con la clarificación, racionalización y uniformización de criterios. 

En igual sentido potenciaremos consultas, tanto desde el propio Colegio, como desde el Consejo General, a la Dirección General sobre aplicación de la legislación notarial en supuestos tales como los reseñados anteriormente. Dichas consultas están previstas en el Reglamento y sin embargo, paradójicamente, son otras las instituciones que hacen oír su voz ante la Dirección General, antes que la nuestra propia.

Otro aspecto es el apoyo a los notarios recién ingresados, que muchas veces inician su ejercicio en poblaciones alejadas, y que, llenos de teoría, deben adquirir experiencia práctica. El Colegio ha de proveer a la designación de una especie de “tutor”, notario geográficamente próximo a quien pueda recurrir con entera libertad en las ocasiones que lo necesite.

Las situaciones de licencia por causa de maternidad o paternidad son otros de los casos que con frecuencia agobian a los colegiados y que cuentan con escasa regulación en el Reglamento Notarial. Por ello convendría establecer normas de régimen interior que aliviaran estas situaciones con criterios de solidaridad y generosidad. 

Notarios eméritos.- Los notarios eméritos son un capital importante que estimamos debe aprovecharse por lo que propugnamos su incorporación efectiva a labores colegiales.

Presencia institucional.- La relación con las instituciones políticas y sociales se estima esencial. Por ello se potenciará la presencia y establecimiento de cauces de diálogo permanentes con las mismas. 

Universidad.- Disponemos de unas buenas relaciones con la Universidad y de un buen instrumento como son la Cátedra de Derecho Notarial “Carles Ros” en Valencia e igualmente en Castellón. En las facultades de Derecho de ambas se imparten cursos cuatrimestrales de redacción de documentos jurídicos públicos y privados. Por su medio se está presente en la Universidad y nos damos a conocer a la juventud, aparte de la actividad puramente docente. Proponemos la consolidación de las actividades de las mismas mediante la publicación de un manual dirigido a la docencia, que facilitaría tanto la labor de  los alumnos como de los profesores, y su potenciación mediante la concesión de becas para el estudio de temas notariales y premios para trabajos de interés notarial, así como la canalización a su través de conferencias en el ámbito universitario.

De igual modo se debe generalizar esa presencia en el resto de las universidades de la Comunidad Valenciana.  

IVEN y actividades culturales.- Estamos orgullosos de la trayectoria y actividades del IVEN, al que se seguirá apoyando y potenciando en todas sus actividades. Especial atención se tendrá a la academia de preparación de opositores.

CONCLUSION

Queremos transmitir ilusión y soluciones. El notariado, a pesar del panorama que hemos descrito con crudeza, es reconocido por el público, que sabe que el “momento de la verdad” tiene lugar ante y bajo la tutela del notario, y por el poder, que a pesar del maltrato dispensado es consciente de la preparación y valor del notariado, prueba de ello es que continuamente, y cada vez más, recurre a él para encomendarle nuevas funciones o emplearle como instrumento de eficaz cumplimiento de sus fines.

Estas no son unas elecciones más. De su resultado dependen muchas cosas y todos nos estamos jugando mucho. Por ello os invitamos a implicaros, a contribuir, a participar, cualquiera que sea vuestra postura. Compartáis o no las ideas y propósitos que exponemos,  queremos que emitáis vuestro voto, para que quien salga elegido lo sea por el apoyo decidido del colectivo, y no por efecto de la casualidad, la desidia, o incluso de una mejor estrategia meramente electoral, con la seguridad de que todos buscamos y queremos lo mejor para el Notariado. 

Nos encontramos en un momento crucial de la profesión notarial. Lo que seamos capaces de definir y fijar en los próximos años va a ser decisivo para nuestro futuro. Afrontémoslo con decisión e ilusión. Vale la pena.            

Miembros componentes  de la candidatura a la Junta Directiva del Colegio Notarial de Valencia:

· Miguel Vicente-Almazán Pérez de Petinto, notario de Valencia, (Decano)

· Alberto María Cordero Garrido, notario de Elche, (Vicedecano)

· Alfonso Pascual de Miguel, notario de Valencia, (Censor 1º)

· Fernando Olaizola Martínez, notario de Valencia,(Censor 2º)

· Francisco José Mondaray Pérez, notario de Burriana, (Censor 3º)

· Juan Luis Millet Sancho, notario de Jávea, (Censor 4º)

· Antonio Ripoll Soler, notario de Torrevieja, (Censor 5º)

· Jesús María Izaguirre Ugarte, notario de Alicante, (Tesorero)

· María de los Desamparados Mundi Sancho, notaria de Sagunto, (Secretaria)

Valencia, a 22 de septiembre de 2008

16
17

